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INTRODUCCIÓN 

 

El presente trabajo se desarrollará para cumplir uno de los requisitos para optar al título de 

Especialista en Derecho Penal y Criminología. 

 

Es un tema de máxima actualidad en Colombia. Es un consenso que la premisa mayor del 

acatamiento de los acuerdos es el respeto de las disposiciones constitucionales y el principio de 

la supremacía constitucional, hoy robustecida por la defensa de los derechos de las víctimas, 

quienes esperan el cumplimiento de lo pactado. 

 

El tipo de investigación será bibliográfico- documental. 

 

1. Con inferencias descriptivas en su análisis, acompañado de interpretación jurídica. 

2. Hasta el momento no ha habido limitaciones para el desarrollo del trabajo. 

3.  

Actualmente Colombia pasa por un momento histórico de gran trascendencia, el cese al fuego 

bilateral entre el Gobierno colombiano y las FARC- EP, con el fin de alcanzar una paz estable y 

duradera; terminando así con cerca de 52 años de guerra con ese grupo insurgente. Queda aún el 

proceso ya empezado con el ELN el cual ha tenido sus altibajos por las diferentes situaciones no 

contributivas que se han presentado con ese grupo armado al no tener una fehaciente intención 

de querer realizar un proceso de paz como el que se realiza con las FARC-EP. 

 

Con la firma del primer acuerdo de paz, el Presidente Juan Manuel Santos convocó el pasado 

2 de octubre a votar en el plebiscito a los colombianos, llevándose la gran sorpresa que en las 

votaciones los colombianos dijeran NO al plebiscito por la paz, más aun teniendo en cuenta que 

el SÍ superó ampliamente el umbral de los 4´536.993 votos, dando como resultado la no 

refrendación de los acuerdos en el proceso de paz. La votación fue muy reñida entre ambos 

bandos enmarcando la polarización dividida del país, pues el NO ganó con el 50.23% de los 
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votos es decir (6´424.385), frente al 49.76% de los votos es decir (6´363.989), ello, una vez 

informadas el 99.64% de las mesas. 

 

Así las cosas, voceros partidarios de la campaña del NO como el Centro Democrático, 

accedieron a dialogar con el gobierno nacional para fomentar la inclusión y mejoramiento de un 

nuevo acuerdo de paz, con lo cual se logró la redacción de un nuevo acuerdo en el cual se 

tuvieron cambios, ajustes y precisiones importantes en su contenido con la incorporación de 

propuestas de los partidos políticos partidarios del NO y otros sectores de la sociedad que 

apoyaron el SI, incluyendo a las víctimas, las comunidades indígenas y afro descendientes, la 

iglesia, empresarios, etc.; tales cambios se agrupan en los siguientes temas:  

 

a) Punto 1: Desarrollo Agrario Integral.  

 Sostenibilidad de la RRI. 

 Fuentes del fondo de tierras. 

 Derecho a la propiedad privada. 

 Víctimas como beneficiarios prioritarios. 

 Regulación de los derechos de propiedad. 

 Modelo del desarrollo rural. 

 Zonas de reserva campesina. 

 Catastro. 

 Instancia de alto nivel. 

 Participación en la RRI. 

 

b) Punto 2: Participación Política.  

 Estatuto de oposición. 

 Circunscripciones transitorias especiales de paz. 

 Garantías de movilización y la protesta pacífica. 

 Medidas para promover el acceso al sistema político. 

 Reforma del régimen y de la organización electoral. 
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c) Punto 3: Fin del conflicto. 

 Reincorporación política. 

 La institucionalidad para la reincorporación. 

 Casos excepcionales en materia de salud. 

 Condiciones para mantener los beneficios para la reincorporación. 

 Milicias de las FARC. 

 Obligaciones de los ex comandantes. 

 Comisión de Garantías de Seguridad. 

  Unidad Especial de Investigación para el desmantelamiento de organizaciones 

criminales. 

 Cuerpo de Seguridad y Protección. 

 Medidas inmateriales de protección. 

 

d) Punto 4: Solución al problema de las drogas ilícitas.  

 Enfoque de la política de lucha contra las drogas. 

 Medidas efectivas para la erradicación de los cultivos. 

 Alcance de las medidas de sustitución. 

 Tratamiento penal diferencial para cultivadores. 

 Formalización de la propiedad de cultivadores. 

 

e) Punto 5: Víctimas – Jurisdicción especial para la paz.  

 Bienes de las FARC y la reparación de sus víctimas. 

 Proceso especial de búsqueda de personas dadas por desaparecidas. 

 Tiempos de la JEP. 

 Legislación penal aplicable y el principio de favorabilidad. 

 Normas procesales aplicables. 

 Informes de organizaciones no gubernamentales. 

 Conflictos de competencia de la JEP con otras jurisdicciones. 

 Revisión de sentencias de la justicia ordinaria. 

 La acción de tutela. 



10 
 

 La relación de la JEP con el Consejo de Estado. 

 La relación de la JEP con la Fiscalía General de la Nación. 

 La nacionalidad de los magistrados. 

 El régimen disciplinario y penal de los magistrados de la JEP. 

 La conexión del delito político con conductas relacionadas con los cultivos de uso 

ilícito y con financiación. 

 El compromiso de proveer información sobre cultivos ilícitos y narcotráfico. 

 Participación de las víctimas en las audiencias de la JEP. 

 Agentes del Estado y presunción de legalidad. 

 Competencia de la JEP frente a terceros civiles. 

 Sanciones propias del sistema. 

 Verificación y el cumplimiento de las sanciones y la autorización de 

desplazamientos, el tiempo en las zonas veredales. 

 

f) Punto 6: Implementación. 

 Integración territorial e inclusión social. 

 Fortalecimiento y articulación institucional. 

 Enfoque de derechos. 

 Enfoque de género. 

 Respeto a libertad de cultos. 

 Respeto a la igualdad y no discriminación. 

 Profundización de la democracia y “construir sobre lo construido”. 

 Eficacia, eficiencia e idoneidad. 

 Priorización. 

 Transparencia, control social y lucha contra la corrupción. 

 Principios democráticos. 

 Sostenibilidad de las finanzas públicas y priorización. 

 Recursos de las regalías. 

 Comisión de seguimiento, impulso y verificación de la implementación. 

 Mecanismo de verificación internacional. 
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 Emisoras para la convivencia y la reconciliación. 

 Espacio en televisión institucional. 

 Artículo transitorio constitucional. 

 Acuerdo especial. 

 

Así las cosas, desde el año 2011 Colombia ha liderado la Política de Atención y Reparación. 

Para ello implemento el sistema de Registro Único de Victimas (RUV), el cual es una 

herramienta innovadora y complementaria en el país incorporada en una plataforma tecnológica, 

la cual permite almacenar toda la información de las víctimas del conflicto armado y que permite 

reconocer las víctimas sujetos de atención, víctimas directas de desaparición forzada, homicidio, 

fallecidas y no activos para la atención, tanto en el total de víctimas del conflicto armado como 

las víctimas consolidadas en sentencias. 

 

Este trabajo entonces, presenta un panorama cuantitativo, actualizado a 2016 de las víctimas 

del conflicto según: hechos, personas, departamentos, edades, etnias, discapacidad, con sentencia 

y autos y por años en el Departamento de Risaralda como se analizará más adelante. De tal 

manera que, se realice una amplia consulta de referencias, cuyo contenido fue utilizado para 

matizar las estadísticas y apoyar el análisis en estudio, debido a su contenido sociojurídico. 

 

En el marco referencial se presentan consideraciones relacionadas con las teorías 

diferenciadas sobre el conflicto armado en Colombia, enfocada la matización de la historiografía 

del conflicto armado, los procesos de paz anteriores y los derechos humanos. Lo cual será el 

sustento teórico fundamental para que la información obtenida, pueda ser desarrollada con base 

al planteamiento del problema. 

 

El propósito central del trabajo fue determinar cuantitativamente las variables relacionadas 

con las víctimas y los lineamientos institucionales, y jurídicos existentes, en pro de relacionar el 

nuevo contenido del acuerdo de paz con énfasis en el punto 5 de las víctimas, para intervenir en 

la atención y reparación a ellas, al igual que un panorama a futuro de los retos que tiene la 

administración pública una vez implementado el nuevo acuerdo de paz. 
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La paz debe ser un compromiso colectivo de respecto del Estado Social y Democrático de 

Derecho, de fortalecimiento del sistema de justicia y de la aplicación de la ley, ello en aplicación 

y cumplimiento de los fines esenciales del Estado establecidos en la Constitución Política y los 

cuales son: 

 

Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de 

los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 

participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 

política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 

mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 

un orden justo (Constitución Política, art. 2, 1991).  

 

Punto importante para finalizar, es el reto que tiene la administración pública y la sociedad 

una vez implementados los puntos del nuevo acuerdo de paz, para que exista una verdadera paz 

estable y duradera en Colombia, y con especial relevancia en Risaralda. 
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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

 

El registro Único de Victimas tiene un total de 8´268.758 de personas registradas como 

víctimas del conflicto armado. Esta lista está encabezada por el desplazamiento, el cual ha dejado 

en el país 6.8 millones de víctimas (todo un éxodo interno); seguido por el homicidio con 

975.000 asesinadas en el marco del conflicto armado. 

 

Entre 1978 y el 2015, 16.862 personas fueron víctimas de secuestro, asesinato, masacres y 

daños al bien civil por parte de las FARC; al igual y en ese mismo periodo 27.550 lo fueron por 

parte de los grupos de autodefensas. 

 

La década del dos mil, dejó 5.5 millones de víctimas, siendo este el período más cruel de la 

violencia en Colombia. El año 2002 muestra el mayor registro con 826.311 personas afectadas. 

Medicina Legal tiene registradas 80.254 personas desaparecidas desde 1938; y como 

desaparecidas forzadamente alrededor de 50.000; sin embargo este fenómeno puede ser mayor. 

Se prevé que son mucho más los colombianos desaparecidos frente a los reportes oficiales, 

además las exhumaciones que se vienen realizando han alertado a las autoridades sobre el 

subregistro en las cifras de desaparecidos. Ante esto, Medicina Legal, puso en marcha una 

estrategia para construir en tres meses (a Septiembre del 2016) que permita agilizar la búsqueda 

de las personas reportadas como desaparecidas. 

 

“El proceso que comenzó el 10 de septiembre de 2016, para desvincular a los menores de 

edad de las filas de las FARC impone el reto de atender a esta población como víctimas del 

conflicto armado y no como victimarios” (El Tiempo, 11 de septiembre, p.6). En cuanto a datos 

se reportan: la edad promedio de reclutamiento forzoso son los 13 años. Unos 6.000 menores de 

edad se han desmovilizado de los grupos armados desde 1999 a marzo de 2016; de ellos el 71% 

niño y 29% niñas. Las FARC y las AUC son las organizaciones que más menores reclutan. 

 

A la fecha se han reconocido cerca de 9.000 víctimas colombianas en el exterior; siendo una 

población que se vio obligada a abandonar el país. 



14 
 

Impactos sociales en relación con las víctimas. 

 

Partiendo de una línea base de ocho millones de víctimas y casi siete de desplazados se 

consideran como impacto a la sociedad colombiana, el siguiente panorama: (El Tiempo, 26 de 

Junio, p.3). 

 Cada 97.14 minutos hay una víctima de desaparición forzada en Colombia. 

 Cada 33.2 horas hubo una vinculación de niñas, niños y adolescentes al conflicto 

en el país. 

 Entre 1985 y 2013 murieron 220.000 personas por la violencia armada. (El 18.5% 

combatientes y 81.5% civiles). 

 De cada mil colombianos 28 han sido víctimas de delitos sexuales. 

 Ciento treinta mil millones de pesos costó la lucha contra el secuestro entre 1996 

y 2010, tiempo en el que estuvieron secuestradas 21.345 personas. 

 

Desde el año 2017, Colombia lidera la política de atención y reparación más ambiciosa hasta 

ahora conocida; para ello entonces puso en marcha el Registro Único de Víctimas (RUV); 

siendo esta una herramienta inédita en el país y que permite reconocer a quienes han sufrido el 

abandono o despojo de tierras, actos terroristas, amenazas, delitos contra la integridad sexual, 

desaparición forzada, desplazamiento, homicidio, daños por minas antipersonales, pérdida de 

muebles e inmuebles, secuestro, tortura o el reclutamiento de niños, niñas y adolescentes. Y es 

considerado el registro más exhaustivo del mundo. Dice la Agencia Colombiana para la 

Reintegración (ACR) con respecto al Registro Único que:  

 

Con ello, no solo es posible establecer que el conflicto ha dejado 8.040.748 víctimas a lo 

largo de décadas de confrontación armada, sino también que 6.2 millones de ellas son 

actualmente sujeto de atención y reparación; lo que permite elaborar proyecciones 

presupuestales ajustadas a la realidad. No se sabe si Colombia es el país del mundo con 

más víctimas, pero si es el país que se ha dado a la tarea de tener el registro más exhaustivo 

y completo. Las víctimas reciben orientación a través de diferentes canales virtuales 

telefónicos y escritos. Ya son más de un millón de personas atendidas presencialmente en 

los 139 puntos de atención y 22 centros. (ACR, 2014, p.16). 
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Teniendo en consideración todo lo anterior, se forman la siguiente pregunta de investigación: 

 

 

 

1.1 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

 

 

¿Cómo debe ser la reparación integral a las víctimas del conflicto armado, en el periodo 

del posconflicto como mecanismo de no impunidad y cuáles son los retos de la 

administración, en Colombia año 2016? 
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2. JUSTIFICACIÓN 

 

 

El pasado 22 de septiembre designado como Día Internacional de la Paz, el presidente de 

Colombia Juan Manuel Santos, entregó al Consejo de Seguridad de la Organización de Naciones 

Unidas ONU, el Acuerdo logrado con las FARC- EP; Complementario a ello, asistió a un 

encuentro con el presidente de Estados Unidos Barack Obama. 

 

El 2 de octubre del presente año se realizaron las votaciones mediante las cuales en un 

plebiscito, el pueblo colombiano decidió NO refrendar el Acuerdo de Paz, con lo cual luego de 

intensas reuniones entre sectores partidarios del NO y del SI se logró la unificación de un nuevo 

acuerdo de paz, el cual se firmó el pasado 24 de noviembre del año 2016 con las inclusiones de 

las propuestas de diversos sectores. 

 

Con este trabajo se realizará un análisis sobre la importancia que han tomado las víctimas, 

causadas por el conflicto armado colombiano y específicamente, cómo se realizará la reparación 

integral de ellos, teniendo en cuenta los retos que tiene la administración pública y la sociedad en 

su implementación, toda vez que no se va a convocar a un nuevo plebiscito y la forma de 

refrendación se aprobó en la Plenaria del Senado con 54 votos a favor y 0 en contra, con ello se 

citó para el día 29 de noviembre de 2016 a debate de control al ministro del interior, Juan 

Fernando Cristo, al Alto Comisionado para la Paz Sergio Jaramillo y al jefe negociador 

Humberto de la Calle, para que expliquen los alcances del nuevo acuerdo de paz. 

 

Luego de más de cincuenta años de conflicto armado con las FARC, el Acuerdo de Paz, pone 

fin a la violencia con la guerrilla más grande de Colombia. El Acuerdo busca impedir que haya 

más víctimas y procurar todos los esfuerzos para construir una paz estable y duradera. 

 

En Junio de 2011, se sanciona la Ley 1448, conocida como Ley de Victimas y Restitución de 

Tierras. La misma contiene un conjunto de medidas de atención, asistencia y reparación integral, 

para quien en los términos de la ley son consideradas víctimas del conflicto armado interno.  

Las analistas Nancy Prada y Natalia Poveda Rodríguez, afirman que: 
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La ley y sus decretos reglamentarios establecen el marco institucional, procedimental y 

sustancial para que el Estado provea las diferentes medidas a las que tienen derecho las 

víctimas del conflicto armado y se pueden brindar efectivamente los servicios de salud, 

educación, atención básica, auxilios y ayudas económicas; las medidas de reparación como 

restitución de tierras y vivienda, flexibilización de pasivos y acceso  a créditos, y las demás 

medidas establecidas en la ley. (Prada & Poveda, 2012, p.1) 

 

De allí, la importancia del presente estudio, toda vez que por ser de un impacto tan grande a 

nivel histórico la terminación del conflicto armado con las FARC-EP, el desarrollo del presente 

estudio servirá de herramienta para abogados litigantes, estudiantes de todas las áreas, 

académicos y funcionarios, para conocer la trascendencia del acuerdo, su implementación y retos 

esperados para su cumplimiento, se brinda al lector un panorama claro y específico sobre un 

tema tan sensible como lo es el de las víctimas del conflicto armado en Colombia las cuales han 

sido las más golpeadas por las secuelas de la guerra en Colombia. 
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3. OBJETIVOS 

 

 

3.1. OBJETIVO GENERAL 

 

Determinar las medidas establecidas para la reparación integral de las víctimas del conflicto 

armado en el nuevo acuerdo de paz y analizar los retos de la administración en el posconflicto 

que evite impunidad; en el marco de los Derechos Humanos, Risaralda año 2016. 

 

 

3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

 Explicitar los mecanismos, procedimientos y conceptos teóricos sobre la reparación integral, 

y los nuevos temas incluidos en el segundo acuerdo firmado entre el gobierno y las FARC. 

 Exponer de manera descriptiva e interpretativa las estadísticas de las víctimas del conflicto 

armado, según lineamientos de del RUV y la UAO. 

 Diagnosticar el estado de las víctimas en Risaralda al año 2016. 
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4. METODOLOGÍA 

 

4.1. ENFOQUE 

 

4.1.1. Cuantitativo. 

 

El presente estudio es de tipo analítico – descriptivo, el cual se desarrollará bajo el enfoque 

cuantitativo, del cual se hace acopio de información estadística soportada en la base de datos del 

RUV y numérica expresada en  las variables relacionadas con las víctimas; ellas fueron: 

 

 Víctimas. 

 Hechos. 

 Por departamentos. 

 Vigencia de los hechos. 

 Rango de edades. 

 Género. 

 Discapacidad. 

 Reconocimiento de sentencias y autos. 

 Años. 

 

4.2. ALCANCE 

 

Siendo este un tema de permanente análisis, debate y examen en todo el país a través de los 

medios de comunicación, las redes sociales y la academia; siendo de sí muy amplio, aquí se 

delimita hasta exponer sobre las víctimas un cuadro cuantitativo al 2016, sus implicaciones y las 

medidas de atención y reparación integral solamente. 

 

4.3. UNIDAD DE ANÁLISIS 

En términos generales es el concepto de víctimas; entendiendo por víctimas del conflicto 

armado, aquellas personas que manifestaron en su declaración ser victimizadas por hechos en el 

marco de esos hechos. 
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4.4. RECOLECCIÓN Y ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 

 

Fue utilizada información secundaria, procedente vía electrónica del Registro Único de 

Víctimas (RUV). Además de la procedente de la consulta bibliográfica y documental. 

El análisis se realizó describiendo las variables cuantitativas, redactando inferencias teniendo 

como fundamento el contenido de los marcos. 

Será desarrollado el procedimiento siguiente: 

a. Consulta de fuentes bibliográficas y webgrafíacas.  

b. Captura de información cuantitativa, en relación con las víctimas en el país en general. Y de 

manera particular en el departamento de Risaralda. 

c. Elaboración de tablas, cuadros y gráficas estadísticas. 

d. Adaptación de infogramas y mapas conceptuales. 

e. Redacción de los capítulos correspondientes según las normas APA. 

f. Análisis de la información cuantitativa y cualitativa. 

g. Inferencias y obtención de conclusiones. 
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5. HIPÓTESIS 

 

POSITIVA: 

 

 La reparación integral a las víctimas del conflicto armado, en el periodo del posconflicto 

como mecanismo de no impunidad es eficiente y eficaz respecto a los retos del posconflicto en 

Risaralda, año 2016. 

 

NEGATIVA: 

 

 La reparación integral a las víctimas del conflicto armado, en el periodo del posconflicto 

como mecanismo de no impunidad no es eficiente y eficaz respecto a los retos del posconflicto 

en Risaralda, año 2016. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



22 
 

 

6. MARCO REFERENCIAL 

 

6.1. ESTADO DEL ARTE 

 

Es preciso esbozar los antecedentes investigativos que dieron origen al presente estudio, los 

cuales sirvieron de base para desarrollar el planteamiento del problema y los demás desarrollos 

investigativos de este trabajo de grado, ello tiendo en cuenta que todo el tema de la reparación 

integral parte desde el sustento constitucional de la cláusula general de responsabilidad civil del 

Estado establecido en el art. 90 superior, el cual reza: 

 

El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 

causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 

que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 

aquél deberá repetir contra éste. 

 

Por ello se tuvieron en cuenta los siguientes trabajos de investigación: 

 

a) Universidad del Rosario, Bogotá. 

 

Se halló la investigación de nominada “LA REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS EN COLOMBIA, ANÁLISIS CRÍTICO A LA “LEY DE VÍCTIMAS”; CASO 

DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO” del autor MARIO CORAL ARGOTY, tesis de la 

Maestría en Derecho Administrativo de la Universidad del Rosario, Bogotá año 2014. En la cual 

Coral (2014) desarrolló un estudio crítico de la Ley 1448 de 2011 con el fin de apreciar si la ley 

ha satisfecho los fines loables que el legislador orientó en el espíritu de la norma, ello partiendo 

de la realidad vivida en el Departamento del Nariño el cual ha sido objeto de múltiples 

violaciones de los derechos humanos en el conflicto armado. De tal manera, el autor centró su 

investigación en el siguiente interrogante: ¿La “Ley de Víctimas”, Ley 1448 de 2011, se 

consolida como herramienta jurídica adecuada para reparar integralmente a las víctimas de 

violaciones al derecho internacional de los derechos humanos, consolidándola como un 
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mecanismo efectivo de transición para Colombia?, ello en virtud del desarrolló de un objetivo 

general el cual consistió en adelantar un análisis jurídico y crítico de la “Ley de Víctimas” -Ley 

1448 de 2011- que permitió identificar las falencias y aciertos que se presentaron entre la 

voluntad del legislador, el contenido de la norma y su aplicación e implementación a la realidad, 

en el caso del Departamento de Nariño. 

 

La finalidad del proyecto fue según Coral (2014) ofrecer una propuesta jurídica de aplicación 

de la Ley 1448 de 2011, con el fin de superar, en parte, los múltiples interrogantes y dificultades 

que su desarrollo ha generado para la población afectada y beneficiaria de la norma, así como al 

gobierno nacional y local del Departamento de Nariño. Además, realizó aportes concretos en un 

tema específico -reparación de víctimas-, que además forma parte de la agenda de paz del país. 

Así las cosas Coral (2014) desarrolló en el marco de referencia los siguientes temas:  

 

 Aproximación conceptual básica y necesaria a los conceptos de víctima, reparación y 

justicia transicional, en el ámbito internacional y en el ordenamiento jurídico colombiano, 

para fijar un contexto de desarrollo del trabajo investigativo adelantado (p.14). 

 Conocer la realidad de la situación histórica y actual de derechos humanos en el 

Departamento de Nariño, de tal suerte que se pueda establecer las ventajas y limitaciones 

de la aplicación de la Ley 1448 de 2011 en dicho ente territorial (p.14). 

 Solución jurídica e interpretativa, que permitió continuar avanzando en el reconocimiento 

y protección de los derechos de las víctimas de violaciones al derecho internacional de 

los derechos humanos en Colombia; sobre todo en el escenario actual de los diálogos de 

La Habana, donde el uno de los puntos de discusión en la agenda son las víctimas. 

 

Este desarrollo lo planteó desde el método descriptivo y analítico con base en instrumentos 

internacionales, la doctrina y la normativa nacional e internacional sobre derechos humanos, 

dividiendo el trabajo en tres grandes capítulos: 1) Conceptualización, 2) estudio detallado del 

Departamento de Nariño y 3) conclusiones. 

 

Del trabajo realizado por Mario Coral se resaltan contribuciones importantes para el 

desarrollo del presente estudio como las aproximaciones conceptuales sobre el tema de las 
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víctimas y la reparación. Así las cosas, el presente estudio intenta ir más allá de lo realizado por 

Mario Coral al establecer los retos que se deben afrontar en el posconflicto, teniendo en cuenta 

que al momento de la realización del trabajo analizado no se había firmado el acuerdo de paz. 

 

b) Pontificia Universidad Javeriana. 

 

Se halló la investigación denominada “EL POSCONFLICTO EN COLOMBIA: 

COORDENADAS PARA LA PAZ”, de los autores JUAN DIEGO GARZÓN GALIANO, 

ADELA DEL PILAR PARRA GONZÁLEZ y ANA SELENE PINEDA NEISA, de la 

Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá año 2003. En ella Garzón et al, (2003) desarrollaron 

una aproximación conciliadora en medio de una época donde no había en lo absoluto iniciativa 

alguna de paz entre el gobierno y los grupos armados a margen de la ley, con lo cual 

pretendieron en su tesis de grado hacer un llamado de atención a la comunidad académica, del 

sector privado y al gobierno nacional, para estudiar los problemas que planteaba el posconflicto 

en Colombia. Así, el documento fue dividido en 7 capítulos tendientes a estructurar los 

fundamentos conceptuales del posconflicto, presentando nociones del posconflicto como 

rehabilitación, reconstrucción y asistencia humanitaria, además de esbozar la situación de los 

miembros combatientes de las fuerzas militares al dejar de participar en los enfrentamientos 

armados; analizando aspectos psicológicos de las consecuencias de la guerra en un individuo 

excombatiente y finalmente esbozando un paquete integral de asistencia a las víctimas en 

Colombia de cara al posconflicto. 

 

Es preciso resaltar que los planteamientos expuestos por los autores son de gran influencia en 

el presente trabajo, toda vez que se realizó un bosquejo bastante didáctico de las consecuencias 

de implementar un acuerdo de paz y sus implicaciones en el posconflicto, pero que a diferencia 

del presente estudio, el presente se enmarca en la realización de los acercamientos de diálogos de 

paz, la posterior firma de un nuevo acuerdo y la implementación del mismo, de lo cual los 

insumos a analizar son de total actualidad en el contexto de un desarrollo conciliador. Ello 

permite que el estudio realizado en el presente trabajo de investigación desarrolle esos conceptos 

y enfoques realizados por los autores en una época de no reconciliación y que se materializan en 
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el actual acuerdo de paz, tendiente a analizar las implicaciones de los nuevos retos en el 

posconflicto. 

 

c) Universidad Militar Nueva Granada. 

 

Se halló la investigación denominada “ESTRATEGIAS PARA EL POSCONFLITO EN 

COLOMBIA”, del autor ANDRÉS DÍAZ URIBE, de la Universidad Militar Nueva Granada, 

Bogotá 2015. En el documento Díaz (2015) desarrolla en virtud del proceso de negociaciones 

que tenían el gobierno nacional y las FARC-EP para poner fin al conflicto armado en ese 

momento, tres secciones a razón de comprender los orígenes del conflicto en Colombia, sus 

estadísticas y un posible escenario posconflicto en el cual todo el país será beneficiado, de lo 

cual tiene relevancia en el presente estudio toda vez que, se realizará el estudio de los retos que 

afronta el posconflicto ya con el acuerdo de paz firmado y refrendado, a diferencia de lo 

expuesto por el autor, en el entendido que, solo brindó un posible escenario especulativo. 

Seguidamente presentó Díaz (2015) una revisión de algunos enfoques estratégicos que se 

convierten en un marco teórico básico, así como las propuestas o líneas de acción orientadas no 

solo a la recuperación de las víctimas, sino también de los territorios afectados, que para el 

presente estudio es relevante toda vez que, el territorio a contextualizar es el Departamento de 

Risaralda; así mismo realizó propuestas para las futuras inversiones necesarias y requeridas en 

los próximos 10 años con el fin de desarrollar un conjunto de programas y proyectos 

encaminados a mejorar el progreso de varios municipios del país, a los cuales regresarían los 

directamente afectados: la población civil, las víctimas, los actores del conflicto. Finalmente 

Díaz (2015) presentó temas estratégicos del posconflicto, así como unas consideraciones previas 

con el propósito de hacer frente al gran reto de la estrategia posconflicto, la cual se enfoca en 

siete aspectos clave: 1) ciudades incluyentes, diversas e interculturales, 2) ciudades territorio de 

oportunidades, 3) cultura ciudadana, de la legalidad y la integración, 4) bienestar y salud, 5) 

desarrollo de la familia, sus valores y principios, 6) respeto por los derechos humanos y, 7) 

gestión del riesgo, que deben llevarse a cabo desde antes de terminar las negociaciones y 

diálogos de paz, esto con el propósito de generar que otros grupos y actores generadores de 

violencia piensen en cesar sus actividades delictivas en contra del ciudadano pueblo colombiano, 

con el fin de que al llegar a la firma del acuerdo de paz se inicie el proceso de desarme, 
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desmovilización y reintegración a la sociedad convirtiéndose en un ciudadano que le aporte al 

desarrollo regional; ese aporte del autor es pertinente para esta investigación, en el entendido 

que, son lineamientos teórico-prácticos que permiten esbozar las estrategias más viables para 

desarrollar en el posconflicto y que sirven de base para desarrollar las estrategias aplicables al 

Departamento de Risaralda. 

 

d)   Universidad Libre. 

 

Por parte del repositorio de la Universidad Libre de Colombia, se halló la tesis denominada 

“¿LA REPARACIÓN ADMINISTRATIVA A LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO 

ARMADO EN COLOMBIA, ES UN DERECHO FUNDAMENTAL?, de los autores 

CAROLINA BALLEN ROJAS y DAVID RICARDO MONTOYA VERGARA, de la 

Universidad Libre Seccional Bogotá, año 2012. Del estudio realizado por Ballen & Montoya 

(2012) esbozan la creación de una jurisdicción especial tendiente a atender asuntos relacionados 

con la reparación a víctimas por el conflicto armado, lo cual facilite la integridad de las medidas 

asistenciales reparativas que favorecen a las víctimas. Así mismo, plantearon la materialización 

de derechos fundamentales innominados no taxativos en el catálogo de derechos fundamentales, 

por expresa disposición del artículo 94 de la Constitución Política de 1991. 

 

De allí que Ballen & Montoya desarrollaran su trabajo en cuatro partes: 1) obedece a la 

contextualización y marco general de las Leyes 418 de 1997, 975 de 2005 y el Decreto 1290 de 

2008; 2) un marco teórico sobre justicia transicional; 3) análisis jurisprudencial y 4) los motivos 

que dieron origen a la creación de la Ley 1448 de 2011. Ello en relación a un objetivo central y 

fue proponer la reparación a las víctimas del conflicto armado, como un derecho fundamental, 

partiendo del análisis e identificación de lo necesario para catalogarlo como tal, tomando como 

referente el marco legal existente y la teoría de derechos fundamentales. 

 

El estudio planteado por los autores es de importancia para la presente investigación en 

aspectos como el marco jurídico de la justicia transicional, lo demás no será de utilidad en el 

entendido que es un estudio relacionado con la jurisdicción Contencioso Administrativa, de lo 

cual no es objeto de estudio en el presente trabajo. Lo que si es preciso resaltar, es la que en la 
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actualidad aunque existe gran cantidad de tesis respeto a la reparación integral de las víctimas en 

el conflicto armado en el repositorio de la Universidad Libre, pero ninguna hace referencia al 

tema de actualidad respecto la firma e implementación del acuerdo por la paz y más 

específicamente frente a los retos que ello implica en el posconflicto. 

  

6.2. MARCO TEÓRICO 

 

A continuación se presenta una contextualización de los conceptos enmarcados en los 

aspectos generales de la reparación integral a las víctimas del conflicto armado. 

 

6.2.1. Generalidades. 

 

6.2.1.1. Víctima. 

 

Por ser el sujeto activo en el ingrediente normativo, la víctima juega un papel principal por ser 

sujeto de la comisión del delito, el daño y la reparación; por tal motivo es pertinente realizar un 

bosquejo conceptual desde la doctrina y la jurisprudencia de lo que se considere víctima en el 

conflicto armado en los procesos de justicia transicional.  

 

Inicialmente la RAE define víctima como: 

 

1. f. Persona o animal sacrificado o destinado al sacrificio.  

2. f. Persona que se expone u ofrece a un grave riesgo en obsequio de otra.  

3. f. Persona que padece daño por culpa ajena o por causa fortuita.  

4. f. Persona que muere por culpa ajena o por accidente fortuito.  

5. f. Der. Persona que padece las consecuencias dañosas de un delito. (RAE, 2016) 

 

Ya desde una perspectiva mucho más jurídica, el concepto de víctima se ha evidenciado en 

principio desde la expedición del Código Civil, en el entendido que, desde su creación tuvo 

como parámetro la comisión del delito y su receptor la víctima, como lo expresa en el art. 5 al 

establecer que “no es necesario que la ley que manda, prohíbe o permita, contenga o exprese en 

sí misma la pena o castigo en que se incurre por su violación. El Código Penal es el que define 
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los delitos y les señala penas (Código Civil, art. 5). Así mismo, en materia penal la consagración 

de la condición de víctima se ve reflejada en la condición de sujeto pasivo de la conducta 

delictiva. 

Para Aguilar (2010) víctima es: 

 

Una persona con arreglo a la presente declaración, independientemente de que se identifique, 

aprehenda, enjuicie o condene al perpetrador e independientemente de la relación familiar 

entre el perpetrador y la víctima. En la expresión “Víctima” se incluye además en su caso, a 

los familiares o personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las 

personas que hayan sufrido daños, al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para 

prevenir la victimización (p.1). 

 

Ahora bien, desde un aspecto más jurisprudencial, la Corte Constitucional en su prolija línea 

jurisprudencial ha expuesto su concepto sobre lo que significa víctima en el ordenamiento 

jurídico colombiano, al respecto en Sentencia C-781 de 2012 de la Magistrada Ponente María 

Victoria Calle Correa, la Corte analizó la definición de víctima contenida en la Ley 1448 de 

2011, a lo cual expuso que la víctima por su condición reviste “una situación fáctica soportada 

en el padecimiento, no en la certificación que lo indique, tampoco en el censo que revela la 

magnitud del problema” (Corte Constitucional, 2011). En igual sentido, en Sentencia C-052 de 

2012 la Corte estableció que las víctimas son “todas las personas que hubieren sufrido un daño, 

como consecuencia de los hechos que el mismo precepto determina a continuación” (Corte 

Constitucional, 2012). 

 

Igualmente, es preciso determinar que para la ley y como lo ha expresado la Corte en 

Sentencia C-250 de 2012 del Magistrado Ponente Humberto Antonio Sierra Porto, se es víctima 

del conflicto armado en Colombia cuando: 

 

Haya sufrido un daño a partir del 1º de enero del 85 según esta ley, llegamos al consenso de 

la fecha 1º de enero del 85, que hay debate, que a todos no les gusta por una u otras razones, 

ese es el consenso: 1º de enero de 1985, infracciones a los Derechos Humanos y al Derecho 

Internacional Humanitario, y también son víctimas el cónyuge compañero o compañera 

permanente, pareja del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero 



29 
 

civil de la víctima directa, hasta ahí vamos, todo con ocasión del conflicto armado interno 

(Corte Constitucional, 2012). 

 

La Corte fue enfática al establecer que la expresión “con ocasión del conflicto armado 

interno” fue declarada excequible al no encontrar cargos que sustentaran la tesis del actor frente 

a la exclusión de las demás formas de victimología diferentes al conflicto armado interno.  

Finalmente, la Ley 1448 de 2011 la cual dicto medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno, en su artículo 3 definió a las víctimas como: 

 

Aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos 

ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al 

Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las 

normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 

armado interno (Ley 1448, 2011). 

 

En el contexto del derecho internacional de los derechos humanos, Fernández (2009) expone 

que: 

Desde el ámbito del derecho internacional, tradicionalmente, se concibió el ilícito 

internacional desde tres campos de estudio, el derecho internacional de los derechos 

humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional penal; sin 

embargo, en todos los casos se concibieron normas desde la perspectiva del autor del delito, 

sin tener en cuenta a las víctimas (p. 3). 

 

6.2.1.2. Reparación. 

 

Es obligación a favor de la victima ser reparado por el daño sufrido, esa reparación no se 

limita solamente al tipo económico, también hay otras maneras de reparar como el 

reconocimiento de la verdad, actos culturales, perdón, actos interistitucionales, entre otros. 

 

Para la CIDH, en su jurisprudencia el concepto de reparaciones “como el término lo indica, 

consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 

cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material 
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como inmaterial” (CIDH, 2006, p. 175). Así mismo, en concordancia con la disposición anterior, 

la CIDH, en el caso Gutiérrez Soler vs Colombia, expuso: 

 

La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 

requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste 

en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, como ocurre en la 

mayoría de los casos, entre ellos éste, el tribunal internacional determinará medidas para 

garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las infracciones 

produjeron y establecer una indemnización que compense los daños ocasionados. Es 

necesario añadir las medidas de carácter positivo que el Estado debe adoptar para asegurar 

que no se repitan hechos lesivos como los ocurridos en el presente caso31 [118]. Es un 

principio de Derecho Internacional general que la obligación de reparar no puede ser 

modificada o incumplida por el Estado invocando su derecho interno, principio 

constantemente recogido en la jurisprudencia de la Corte (CIDH, 2006, P.63).  

 

Así las cosas, las medidas para adoptar una reparación integral se agrupan en cinco partes:  

 

a) Restitución. 

b) Indemnización. 

c) Rehabilitación. 

d) Satisfacción. 

e) Garantías de no repetición.  

 

Al respecto Joinet (1997) ha expuesto que la reparación: 

 

Deberá abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima; comprenderá, por una 

parte, medidas individuales de reparación relativas al derecho de restitución, indemnización 

y rehabilitación y, por otra, medidas de satisfacción de alcance general, como las previstas en 

el Conjunto de principios y directrices fundamentales sobre el derecho a obtener reparación 

(p. 49). 

 

6.2.1.3. Restitución. 
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La restitución según Ardila (2012) es: 

 

La reposición en el estado de cosas anterior al delito (la prestación de lo sustraído), la que 

puede referirse bien a cosas muebles o inmuebles, como en los casos de usurpación de tierras 

o aguas, etc. Para que haya lugar a la restitución es necesario que el delito recaiga sobre un 

derecho material; este derecho puede coexistir con el derecho al resarcimiento y puede 

consistir en un dare o en un facere (p. 46). 

 

 

6.2.1.4. Indemnización. 

 

Al respecto De Greiff (2006) ha expuesto que: 

 

La compensación, el componente esencial y preferido en las reparaciones, especialmente al 

nivel internacional. Usualmente, se considera que la compensación implica suministrar una 

suma de dinero estimada como equivalente a cualquier daño cuantificable, incluyendo 

perjuicios económicos mentales y morales (p. 217). 

 

Por lo cual en el desarrollo histórico de esa figura jurídica se ha constituido como medida de 

reparación predilecta, la cual es una medida subsiguiente a la restitución, pues debe existir una 

indemnización por el daño sufrido. Esta medida implica la compensación, reconocimiento o pago 

del dinero que cubra los perjuicios inmateriales o materiales sufridos por la víctima. 

 

6.2.1.5. Rehabilitación. 

 

La rehabilitación consiste en la atención psicológica, médica, clínica, social y jurídica a las 

víctimas. Desde esa perspectiva, la ONU (como se citó en Ardila, 2012) ha expuesto que la 

rehabilitación “se orienta a la recuperación de las personas mediante la atención médica y 

psicológica, así como a garantizar la prestación de servicios jurídicos y sociales necesarios para 

estos fines” (p. 49). Ello quiere decir, que se encamina en la reparación del entorno individual y 

colectivo de la víctima, toda vez que la rehabilitación se encamina en estructurar la composición 
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social y comunitaria de la víctima, contando con la participación activa de la misma, para 

fomentar su normal recuperación en condiciones dignas y humanas. 

 

6.2.1.6. Satisfacción. 

 

Rincón (2010) expone que la satisfacción: 

 

Busca recuperar el nombre, la historia y la dignidad de la víctima (mediante acciones como 

el reconocimiento público de responsabilidad, la creación de fondos o beca con los nombres 

de las víctimas, las publicaciones con la historia de las víctimas, la construcción de 

monumentos o memoriales que recuerdan los hechos y a las víctimas, o nombrar espacios 

públicos con los nombres de las víctimas) (p. 84). 

 

De la lectura se puede inferir que esta medida busca reconocer simbólicamente a la víctima, 

como medio de no olvido por la situación dolorosa que vivió la víctima, de allí se puede observar 

actos como las estatuas, el perdón público, actos culturales, conmemoraciones, etc.  

 

6.2.1.7. Garantías de no repetición. 

 

Rojas (2007) expone que este medio de reparación “alude a todas aquellas medidas tendientes 

a impedir que se repitan los actos de violencia que perjudicaron a las víctimas y perturbaron la 

sociedad; mediante esta clase de medidas se pretende evitar la ocurrencia de graves violaciones a 

derechos humanos” (p. 38). Así las cosas, el medio de garantía de no repetición es uno de los 

más importantes en la reparación integral, el cual está supeditado a establecer esas medidas 

idóneas de carácter judicial, administrativo y penal, tendientes a que no hay revictimización, 

protegiendo los bienes jurídicos tutelados por expresa disposición constitucional, ello va de la 

mano con acciones interistitucionales del gobierno para brindar los mecanismos de protección y 

acompañamiento. 

 

Según Coral (2014) las directrices y principios necesarios para garantizar la no repetición 

como medida de reparación son las siguientes: 
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a) El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y 

de seguridad. 

b) La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas 

internacionales relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad. 

c) El fortalecimiento de la independencia del poder judicial. 

d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, la 

información y otros sectores conexos, así como de los defensores de los derechos humanos. 

e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad 

respecto de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y la capacitación 

en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las 

fuerzas armadas y de seguridad. 

f) La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en 

particular las normas internacionales, por los funcionarios públicos, inclusive el personal de 

las fuerzas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el 

personal de servicios médicos, psicológicos, sociales y de las fuerzas armadas, además (p. 

82).  

 

Al respecto, la CIDH (como se citó en Rousset, 2011) expuso que estas medidas se reúnen en 

2 grupos: 

 

Existen dos medidas de este tipo, hoy agrupables como medidas de satisfacción que son 

prácticamente de uso obligado en el concepto de reparación integral. Ellas son la publicación 

de las partes pertinentes de la sentencia y el acto público de responsabilidad internacional. 

Respecto a la primer medida, cabe aclarar que por “partes pertinentes” se ha establecido en la 

jurisprudencia de la Corte IDH que comprende el capítulo de los hechos probados del caso 

de que se trate y los puntos resolutivos, esto es la declaración de responsabilidad 

internacional por las normas de la CADH que en caso concreto se hayan vulnerado, como así 

también las medidas de reparación que se hayan dispuesto en consecuencia35. La finalidad 

de esta medida es poner en conocimiento del público en general la existencia de una condena 

contra el Estado de que se trate y su contenido. El cumplimiento de esta medida se ha 

dispuesto en la gran mayoría de los casos a través de su publicación en el diario oficial o en 

uno de los periódicos de mayor tirada. No obstante, en otros casos se ha dispuesto, de forma 

separada o conjunta, que esta medida se implemente por medio de emisoras radiales de 
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amplia cobertura36, o en sitios web oficiales. En otras oportunidades ha dispuesto su 

traducción a determinadas lenguas o idiomas del personal de empresas comerciales. 

g) La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos 

sociales. 

h) La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho 

humanitario o las permitan. (p. 75). 

 

6.2.2. Justicia transicional. 

 

6.2.2.1. Derecho a la verdad. 

 

Las víctimas del conflicto armado, tienen derecho al conocimiento de la verdad de los hechos, 

respecto de las circunstancias, condiciones y motivos de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron 

los hechos, que vulneraron y violentaron los derechos fundamentales y derechos humanos de las 

personas. Frente a ello, la Corte Constitucional en Sentencia C-180 de 2014 del magistrado 

ponente Alberto Rojas Ríos, ha sustentado los derechos de verdad, justicia y reparación desde los 

preceptos constitucionales de la siguiente manera: 

 

Los derechos constitucionales de las víctimas a la verdad, a la justicia, a la reparación y las 

garantías de no repetición, como lo ha señalado esta Corte, encuentran fundamento en los 

siguientes preceptos de la Constitución: 1. El principio de dignidad humana (Art.1° CP), 2. 

El deber de las autoridades de proteger los derechos de todos los residentes en Colombia 

(Art. 2° CP), 3. Las garantías del debido proceso judicial y administrativo (art. 29, CP), 4. La 

cláusula general de responsabilidad del Estado por los daños antijurídicos que causen los 

servidores con dolo o culpa grave (art. 29, CP), 5. La consagración de los derechos de las 

víctimas como derechos de rango constitucional (Art. 250 num. 6 y 7 CP), 6. La integración 

del bloque de constitucionalidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 

ratificados por Colombia (Art. 93 CP), 7. El derecho a acceder a la justicia (art. 229 CP), 8. 

El  Artículo Transitorio 66, (Artículo 1 del Acto legislativo 01 del 31 de julio de 2012), que 

contempla el deber de adoptar instrumentos de justicia transicional que garanticen en el 

mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación y 
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establece que en cualquier caso se aplicarán mecanismos de carácter extrajudicial para el 

esclarecimiento de la verdad y la reparación de las víctimas (Corte Constitucional, 2014). 

 

De tal enunciado la Corte Constitucional concluyo que: 

 

El derecho internacional ha reconocido dos dimensiones del derecho a la verdad: una 

individual (derecho a saber) y una colectiva (derecho inalienable a la verdad y deber de 

recordar).  Los Estados deben garantizar el derecho a saber para lo cual pueden tomar 

medidas judiciales y no judiciales como la creación de comisiones de la verdad. La Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que el derecho a la verdad se subsume en 

la obligación de los Estados de esclarecer  los hechos y juzgar a los responsables, conforme a 

los artículos 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Del mismo derecho 

se ocupan los Principios 1 a 5 de los Principios para la lucha contra la impunidad (Corte 

Constitucional, 2014). 

 

Por tal sentido, es deber de los actores respetar el derecho a  la verdad como formad de 

reparación integral de la víctima, pues es uno de los medios de satisfacción interna de las 

víctimas y es allí donde también el Estado tiene responsabilidad y obligación en desarrollar 

herramientas y mecanismos tendientes a propiciar una verdadera reparación integral con sujeción 

a los fines esenciales del Estado y las disposiciones constitucionales. 

 

6.2.2.2. Derecho a la justicia. 

 

En un Estado Social de Derecho como el nuestro, la materialización de los fines esenciales del 

Estado requiere que el Estado realice investigaciones y metodologías que proporcionen 

efectivamente las sanciones a los responsables de las violaciones y vulneraciones de los bienes 

jurídicos tutelados, máxime cuando el Estado debe propiciar el completo acceso a la justicia, 

implementando políticas de efectividad. Respecto a los procesos de justicia transicional el Estado 

debe esbozar y materializar escenarios para esclarecer la verdad y obtener justicia en el proceso 

de reparación, en actividades como mesas de concertación y participación ciudadana. 
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Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia C-279 de 2013 del magistrado ponente 

Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, expuso respecto al acceso de administración de justicia: 

 

El derecho a la administración de justicia también llamado derecho a la tutela judicial 

efectiva se ha definido como “la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en 

Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, 

para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el 

restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los 

procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías 

sustanciales y procedimentales previstas en las leyes”. Este derecho constituye un pilar 

fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación 

inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso (Corte Constitucional, 

2013). 

 

6.2.2.3. Justicia transicional. 

 

La justicia transicional exige la presencia de procesos de justicia, verdad y reparación en la 

dinámica de solución de un conflicto armado, esa transición para lograr establecer la paz y la 

democracia depende de un proceso eficiente que preste las diferentes herramientas y mecanismos 

que permitan la realización de todos los aspectos involucrados en la transición, donde el 

principal interesado es la víctima. 

 

Al respecto Elster (2007) define que la justicia transicional “se refiere al proceso de romper 

con el pasado, en la transición hacia la democracia. Esto incluye, principalmente, juicios, purgas 

administrativas y profesionales, restitución de la propiedad, y compensación por el sufrimiento” 

(p. 193). En igual sentido, Uprimny (2006) da su noción y expresa que “hace referencia a los 

procesos a través de los cuales se realizan transformaciones radicales de un orden social y 

político, bien sea por el paso de un régimen dictatorial a uno democrático, bien por la 

finalización de un conflicto interno armado y la consecución de la paz” (p. 16). 

 

La Corte Constitucional en Sentencia C-052 de 2012 del magistrado ponente Nelson Pinilla 

Pinilla respecto al estudio de Constitucionalidad de la Ley 1448 de 2011 ha expuesto que la 



37 
 

justicia transicional se considera transversal a toda la legislación expedida durante los años 

recientes con el propósito de avanzar en la consecuencia de la paz, máxime cuando existen 

programas masivos de reparación que incluyen medidas de restitución, indemnización, 

rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición bajo el concepto de justicia transicional, 

y que para el efecto la Corte entiende por justicia transicional como: 

 

Una institución jurídica a través de la cual se pretende integrar diversos esfuerzos, que 

aplican las sociedades para enfrentar las consecuencias de violaciones masivas y abusos 

generalizados o sistemáticos en materia de derechos humanos, sufridos en un conflicto, hacia 

una etapa constructiva de paz, respeto, reconciliación y consolidación de la democracia, 

situaciones de excepción frente a lo que resultaría de la aplicación de las instituciones 

penales corrientes (Sentencia C-052, 2012). 

 

6.2.3. Punto 5 del nuevo acuerdo de paz. 

 

El punto 5 denominado Víctimas – Jurisdicción Especial para la Paz, del nuevo acuerdo, 

trajo nuevas incorporaciones con concertación de sectores provenientes del SI y del NO, a lo 

cual se logró la inclusión de los siguientes temas recolectados en el documento NOTAS 

SOBRE LOS CAMBIOS, AJUSTE Y PRECISIONES DEL NUEVO ACUERDO 

FINAL, del Alto Comisionado para la Paz (2016):  

 

 Bienes de las FARC y la reparación de sus víctimas. Ello respecto del inventario 

que entregará las FARC de sus bienes y activos teniente a la reparación integral de 

las víctimas. 

 Proceso especial de búsqueda de personas dadas por desaparecidas. Se 

implementará un proceso especial de recolección de información entre el gobierno 

y las FARC. 

 Tiempos de la JEP. 2 años (prorrogables hasta por 1 año más para un máximo de 3 

años) para  la presentación de informes ante la Sala de reconocimiento; 10 años 

para presentar resoluciones de la Sala y la Unidad de Acusación e Investigación 

antes el Tribunal (es decir, para acusar); y 5 años adicionales para concluir toda la 

actividad de la JEP, con la posibilidad de una prórroga de ser necesario. 
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 Legislación penal aplicable y el principio de favorabilidad. La JEP se basará en el 

Código Penal Colombiano. 

 Normas procesales aplicables. Inclusión de principios que rigen las normas 

procesales de la JEP. 

 Informes de organizaciones no gubernamentales. Los informes enviados por 

organizaciones de víctimas no constituyen acusaciones. 

 Conflictos de competencia de la JEP con otras jurisdicciones. Serán resueltos por 

una sala incidental conformada por 3 magistrados del Consejo Superior de la 

Judicatura y 3 de la JEP. 

 Revisión de sentencias de la justicia ordinaria. La Corte Suprema de Justicia 

revisará sus propias sentencias. 

 La acción de tutela. La acción de tutela contra las acciones u omisiones de la JEP 

procederá cuando la afectación del derecho fundamental sea consecuencia 

directa  de sus fallos, revisados por la Corte Constitucional. 

 La relación de la JEP con el Consejo de Estado. El Consejo de Estado mantiene 

sus competencias en materia de reparación. 

 La relación de la JEP con la Fiscalía General de la Nación. La Unidad de 

Investigación y Acusación de la JEP podrá solicitar la colaboración que entienda 

necesaria a la Fiscalía General de la Nación. 

 La nacionalidad de los magistrados. Todos los magistrados de la JEP deberán ser 

colombianos. 

 El régimen disciplinario y penal de los magistrados de la JEP. Los magistrados 

estarán sometidos al régimen disciplinario previsto en las leyes colombianas para 

jueces y magistrados, y al régimen penal colombiano previsto para los magistrados 

de la Corte Suprema de Justicia. 

 La conexión del delito político con conductas relacionadas con los cultivos de uso 

ilícito y con financiación. Para decidir sobre la conexidad con el delito político de 

conductas delictivas relacionadas con cultivos de uso ilícito, se tendrán en cuenta 

los criterios manifestados por la jurisprudencia de las Cortes. 

 El compromiso de proveer información sobre cultivos ilícitos y narcotráfico. Los 

implicados en conductas asociadas con estos delitos se comprometen a aportar ante 
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la Sala de Reconocimiento de Verdad de la JEP, los elementos necesarios de los 

que tengan conocimiento de una manera exhaustiva y 9 detallada sobre las 

conductas cometidas y las circunstancias de su comisión, así como las 

informaciones necesarias y suficientes de las que tengan conocimiento para 

atribuir responsabilidades 

 Participación de las víctimas en las audiencias de la JEP. Se añade a los otros 

espacios de participación de las víctimas, la posibilidad de que la Sección Primera 

del Tribunal acuerde que el juicio contradictorio se efectúe en Audiencia Pública 

en presencia de las organizaciones de víctimas. 

 Agentes del Estado y presunción de legalidad. Se precisó que es agente del Estado 

toda persona que al momento de la comisión de la presunta conducta criminal 

estuviere ejerciendo funciones legislativas, ejecutivas, judiciales o administrativas 

tanto a nivel central como departamental y municipal. 

 Competencia de la JEP frente a terceros civiles. La JEP tiene jurisdicción no sólo 

sobre las conductas de financiación o colaboración de terceros civiles con grupos 

paramilitares, sino con cualquier otro actor del conflicto. 

 Sanciones propias del sistema. Se añadieron los criterios que los magistrados 

deben aplicar para las sanciones propias de la JEP. 

 Verificación y el cumplimiento de las sanciones y la autorización de 

desplazamientos. El mecanismo internacional de verificación del cumplimiento de 

las sanciones será un componente de la Misión Política de verificación de las 

Naciones Unidas. 

 Tiempo en las zonas veredales. El periodo de permanencia en las ZVTN será 

considerado como tiempo de cumplimiento de la sanción. 

 

6.3. MARCO JURÍDICO 

 

6.3.1. Ley 975 de 2005. 

 

Esta ley dicta disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados 

organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz 
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nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios. Fue reglamentada 

parcialmente por los Decretos Nacionales 4760 de 2005, 690 , 2898 y 3391 de 2006 y 

reglamentada por el Decreto Nacional 3011 de 2013. 

 

Así mismo, el objetivo de esta ley es facilitar los procesos de paz y la reincorporación 

individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, 

garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Se entiende por 

grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo de guerrilla o de autodefensas, o una 

parte significativa e integral de los mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas 

mismas organizaciones, de las que trate la Ley 782 de 2002. 

 

Lay le de justicia y paz es el marco jurídico que regula los procesos de desmovilización y 

reinserción de grupos armados. Así mismo, se encuentra consagrado en la Ley 975 de 2005. 

Para la Ley 975 de 2005 se considera víctima a la persona que individual o colectivamente 

haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún 

tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, 

pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser 

consecuencia de delitos cometidos por miembros de grupos armados organizados al margen de la 

ley. 

 

También es víctima la compañera o compañero permanente, la esposa o esposo, los padres y 

los hijos de una persona que haya sido asesinada o desaparecida forzadamente o haya sufrido 

alguna otra violación a sus derechos fundamentales. 

 

También, son víctimas los hermanos y otros familiares de una persona que haya sido 

asesinada o desaparecida forzadamente o haya sufrido alguna otra violación a sus derechos 

fundamentales, si demuestran que han sufrido un daño real y específico. 

 

Así mismo, se consideran como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que hayan 

sufrido lesiones transitorias o permanentes que les causaron algún tipo de discapacidad física, 

psíquica y/o sensorial o menoscabo de su derechos fundamentales, ocasionadas por delitos 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18722#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=19291#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=21365#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=21741#0
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cometidos por integrantes de los grupos armados ilegales desmovilizados y que se acogen al 

procedimiento previsto en la ley. 

Del mismo modo, tiene la calidad de víctima el esposo o la esposa, el compañero o 

compañera permanente, el hijo o la hija, el hermano o la hermana, el padre o la madre, u otro 

familiar cercano del miembro de la Fuerza Pública que haya perdido la vida en actos del servicio, 

en relación con el mismo o fuera de él, por actos cometidos por algún integrante de los grupos 

armados al margen de la ley. 

Ahora bien, la Ley 975 de 2005 expone que una persona es una víctima si algún miembro de 

los grupos armados al margen de la ley que se encuentran desmovilizados y se han acogido al 

procedimiento establecido en dicha ley, han cometido contra ella, contra un familiar cercano, o 

contra su comunidad o su grupo, alguno o varios de los delitos tipificados en la Ley 599 del 200 

es decir, el Código Penal. A continuación se presenta a modo de ejemplo algunos delitos, 

aclarando que no es una lista taxativa: 

 

 Homicidio. 

 Lesiones personales. 

 Genocidio. 

 Secuestro. 

 Desaparición forzada. 

 Detención arbitraria. 

 Tortura. 

 Acceso carnal violento o acto sexual violento. 

 Hurto, usurpación de tierras, invasión de tierras o edificaciones, perturbación de la posesión 

sobre un inmueble. 

 Desplazamiento forzado. 

Igualmente, la ley expone que las víctimas tienen derecho a la verdad, justicia, reparación 

integral, restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición. 

Así mismo, las víctimas tienen una ruta jurídica para acceder al procedimiento judicial de 

carácter penal, excepcional y de justicia transicional, mediante el cual se juzga la responsabilidad 

de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que voluntariamente se hayan 
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incorporados al proceso. Así las cosas, la Ley 975 de 2005 expone el procedimiento que se 

divide en las siguientes etapas: 

a) Lista de postulados. 

b) Actuación previa. 

c) Versión libre. 

d) Programa metodológico. 

e) Audiencia de imputación. 

f) Etapa probatoria. 

g) Audiencia de formulación de cargos. 

h) Audiencia de verificación de aceptación de cargos. 

i) Incidente de reparación integral. 

j) Audiencia de sentencia. 

k) Apelación. 

 

6.3.2. Ley 387 de 1997. 

 

La ley 387 de 1997 adopta medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la 

atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos 

por la violencia en la República de Colombia. 

 

En lo particular, fue modificada por la Ley 962 de 2005, el Decreto 266 de 2000 y el Decreto 

1122de 1999. 

 

La Ley 387 de 1997 esboza el concepto de lo que es un desplazado a lo cual expone que es 

desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional 

abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su 

integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran 

directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto 

armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de 

los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias 
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emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden 

público. 

 

Igualmente consagra los principios mediante los cuales la ley se interpreta y aplica, la 

responsabilidad del estado frente a la formulación de políticas y medidas de prevención del 

desplazamiento forzado y crea el Sistema Nacional de Atención Integral a la población 

desplazada por la violencia. 

 

6.3.3. Ley 1448 de 2011. 

 

La Ley 1148 de 2011 dicta medidas de protección, asistencia y reparación integral a las 

víctimas del conflicto armado interno. El objeto de esta ley es establecer un conjunto de medidas 

judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las 

víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3º de la presente ley, dentro de un marco 

de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la 

justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de 

víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales. 

Sancionada por el presidente Juan Manuel Santos, el 10 de junio de 2011, contempla una serie 

de medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 

interno. Aquí se relacionan de manera explícita los derechos de una persona que ha sido víctima, 

por hechos ocurridos antes del 1º de enero de 1985; derecho a la verdad, mediadas de reparación 

simbólica y a las garantías de no repetición; la Corte Constitucional en Sentencia C- 250 del 

2012 recaba que estas medidas son proporcionales y el límite impuesto no resulta 

desproporcionado. Ahora según dos analistas de La Ley. 

 

6.3.4. Acto legislativo 01 de 2012. 

 

El acto Legislativo 01 de 2012 expedido por el Congreso de la República, establece 

instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución 

Política, así mismo, anexo a la Carta Política el art. 66 transitorio que reza: 
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Los instrumentos de justicia transicional serán excepcionales y tendrán como finalidad 

prevalente facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de la paz estable y 

duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; y 

garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 

reparación. Una ley estatutaria podrá autorizar que, en el marco de un acuerdo de paz, se dé un 

tratamiento diferenciado para los distintos grupos armados al margen de la ley que hayan sido 

parte en el conflicto armado interno y también para los agentes del Estado, en relación con su 

participación en el mismo. 

 

Mediante una ley estatutaria se establecerán instrumentos de justicia transicional de carácter 

judicial o extrajudicial que permitan garantizar los deberes estatales de investigación y sanción. 

En cualquier caso se aplicarán mecanismos de carácter extrajudicial para el esclarecimiento de la 

verdad y la reparación de las víctimas. 

 

Una ley deberá crear una Comisión de la Verdad y definir su objeto, composición, 

atribuciones y funciones. El mandato de la comisión podrá incluir la formulación de 

recomendaciones para la aplicación de los instrumentos de justicia transicional, incluyendo la 

aplicación de los criterios de selección. 

 

Tanto los criterios de priorización como los de selección son inherentes a los instrumentos de 

justicia transicional. El Fiscal General de la Nación determinará criterios de priorización para el 

ejercicio de la acción penal. Sin perjuicio del deber general del Estado de investigar y sancionar 

las graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, en el 

marco de la justicia transicional, el Congreso de la República, por iniciativa del Gobierno 

Nacional, podrá mediante ley estatutaria determinar criterios de selección que permitan centrar 

los esfuerzos en la investigación penal de los máximos responsables de todos los delitos que 

adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes de guerra 

cometidos de manera sistemática; establecer los casos, requisitos y condiciones en los que 

procedería la suspensión de la ejecución de la pena; establecer los casos en los que proceda la 

aplicación de sanciones extrajudiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de 

ejecución y cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia condicionada a la persecución 
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judicial penal de todos los casos no seleccionados. La ley estatutaria tendrá en cuenta la gravedad 

y representatividad de los casos para determinar los criterios de selección. 

 

En cualquier caso, el tratamiento penal especial mediante la aplicación de instrumentos 

constitucionales como los anteriores estará sujeto al cumplimiento de condiciones tales como la 

dejación de las armas, el reconocimiento de responsabilidad, la contribución al esclarecimiento 

de la verdad y a la reparación integral de las víctimas, la liberación de los secuestrados, y la 

desvinculación de los menores de edad reclutados ilícitamente que se encuentren en poder de los 

grupos armados al margen de la ley (Constitución Política, 1991). 

 

Dentro de este acto legislativo se encuentran previstas las siguientes leyes: 

 

 Ley para la creación de una comisión de la verdad. 

 Ley estatutaria para determinar criterios de selección para la investigación de los 

máximos responsables de los más graves crímenes. Ley estatutaria para determinar qué 

delitos se consideran conexos al delito político. 

 

 

6.4.MARCO HISTÓRICO 

 

En Colombia, a lo largo de la historia se han presentado incesantes conflictos armados con 

grupos al margen de la Ley, por motivos políticos, sociales, étnicos, económicos, entre otros; el 

conflicto armado colombiano tiene su origen en la segunda mitad del siglo XX, cuando una serie 

de hechos marcaron el rumbo que tomaría el país y serían el inicio de una época denominada LA 

VIOLENCIA. Así mismo, en el desarrollo y marco del conflicto armado a lo largo de más de 50 

años se han presentado diversos intentos de negociaciones con grupos armados en distintos 

escenarios y contextos históricos, de los cuales algunos han llegado a feliz término, como 

también otros han sido un fracaso total. 

 

La violencia en Colombia abarca desde crímenes del narcotráfico, las bombas y los 

implacables atentados contra jueces, periodistas y políticos honrados, una gran parte de 
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personalidades a lo largo de la historia y finalmente la población civil, quienes son los más 

afectados en la historia del conflicto armado interno; generando así, las cifras más altas de 

muertos por causas de violencia en todo el continente americano, con 40.000 víctimas cada año. 

Los registros demuestran que en las ciudades y regiones más densamente pobladas una de las 

primeras causas de muerte es el homicidio, seguidamente del infarto cardiaco; adicionalmente, se 

conoce que Colombia tiene el record mundial de secuestros a razón de 1 secuestro cada 6 horas, 

también cuenta con un record mundial de desplazamiento forzado superando a países como 

Afganistán, Kurdistán, Bosnia, Ruanda, Zaire y Chechenia; además de estas cifras abrumadoras, 

Colombia lidera las estadísticas en muerte de periodistas, maestros. 

Así las cosas, en más de medio siglo de conflicto armado interno Colombia ha sido el único 

país en la historia de la humanidad que ha sufrido el asesinato de tres candidatos a la Presidencia 

de la República entre los años de 1989 y 1990, entre estos años fueron asesinados Luis Carlos 

Galán, Bernardo Jaramillo y Carlos Pizarro. 

 

6.4.1. Guerras en Colombia. 

 

Colombia ha estado en guerras internas desde la disolución  de la Gran Colombia, en este 

lapso se desarrollaron las siguientes guerras como lo afirma Vidales (1997): 

 

a. Entre 1810 y 1824 Colombia se vio inmersa en las guerras de la independencia. 

b. En 1829 estalló la guerra en Antioquia, dirigida por el General Córdova. 

c. En 1830 Colombia tuvo una guerra breve contra el Perú y numerosas guerras civiles 

regionales. 

d. Entre 1839 y 1841 se libró la Guerra de los Supremos entre los grandes caudillos 

militares que se hacían llamar los supremos, esta guerra inició por la fragmentación 

regional, los intereses locales y las luchas por el reparto del poder. Entre 1843 y 1850 

hubo incontables asonadas y motines locales y regionales. 

e. En 1851 se alzaron en armas los esclavistas para impedir la abolición de la esclavitud y 

para derrocar al presidente José Hilario López, quien además de decretar la libertad de los 

esclavos apoyó a las organizaciones de artesanos y realizó la primera Reforma Agraria en 

la historia del país. 



47 
 

f. En 1854 el general y caudillo militar José María Melo propino un golpe de estado 

apoyado por los artesanos y las sociedades democráticas, lo cual produjo un levantamiento 

general de la oligarquía. El baño de sangre concluyó con fusilamientos en masa de 

artesanos y el destierro de más de dos mil de ellos a las regiones inhóspitas del Darién. 

g. Entre 1859 y 1862 Colombia se vio inmersa en varias guerras provinciales consecutivas y 

entrelazadas en una sola gran conflagración, cuyo resultado fue el triunfo del federalismo, 

afianzado a sangre y fuego en la terrible guerra de 1876 y 1877. 

h. Los excesos del sistema federal condujeron a la reacción que se conoce con el nombre 

de “Regeneración Nacional", movimiento liberal-conservador que se impuso en la 

guerra de 1884 y 1885 y que implementó la Constitución de 1886, vigente en Colombia 

hasta 1991. 

i. En 1895 se libró una breve pero muy sangrienta guerra civil, que debe ser vista como el 

preludio de la inmensa conflagración de 1899-1902, la cual se denominó la Guerra de los 

Mil Días. 

 

6.4.2. Proceso de paz entre el gobierno de Juan Manuel Santos con las FARC, desde el 

año 2012 a la fecha. 

 

Actualmente, el Gobierno de Juan Manuel Santos abre el camino para un proceso de paz con 

las FARC el cual da inicio el 4 de septiembre del 2012 y del cual se han logrado avances 

significativos hasta la fecha. 

 

Como afirma Guerrero y Herrera (2016) el 23 de agosto de 2010 Las FARC piden a la Unión 

de Naciones Suramericanas (UNASUR) que convoque una asamblea para exponer su visión del 

conflicto armado, pero es rechazada por el Gobierno de Juan Manuel Santos. Posteriormente el 

23 de septiembre de 2010 es abatido durante un bombardeo el jefe militar de las FARC alias 

“Mono Jojoy”. 

 

La estructura del proceso de paz consta de 3 Fases: a) Fase 1: Exploratoria; 2) Fse 2: Fin del 

conflicto; 3) Fase 3: Construcción de paz. 
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a) Fase 1: Exploratoria: en esta fase el gobierno nacional pretendió establecer las 

condiciones e intercambiar visiones sobre la terminación del conflicto con el grupo armado de 

las FARC, con ello se logró firmar el Acuerdo general para la terminación del conflicto y la 

construcción de una paz estable y duradera. 

Posteriormente, en lo que se denominó la hoja de ruta, la cual establece el propósito del 

proceso, las condiciones y las reglas a las que se iba a someter. Esta hoja de ruta igualmente 

posee una agenda concreta que planteó 5 puntos específicos y un punto de verificación, 

implementación y refrendación. Esta fase se dio por terminada con la firma del acuerdo general 

para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera. 

 

b) Fase 2: Fin del conflicto: esta fase consistió en dotar de contenido la agenda para lograr 

el acuerdo final, es lo que ocurrió hasta el 23 de junio del año 2016 para llegar al acuerdo final 

que se firmó. Ello se logró bajo los siguientes parámetros: no se iba a negociar despejes de 

territorios ni tampoco cese de operaciones militares durante el proceso; las sesiones de las mesas 

de trabajo serían reservadas; la mesa de trabajo estaría sujeta a revisión de los avances cada 

tiempo determinado. 

 

El 23 de junio de 2016 el gobierno de Juan Manuel Santos y las FARC firmaron el acuerdo 

del fin del conflicto donde consta de los siguientes puntos: 

 

I) Cese al fuego, hostigamiento definitivo y dejación de las armas por parte de las 

Guerrillas de las FARC. 

 

 Compromisos: surgimiento de una nueva cultura que proscriba el ejercicio de las armas 

en el ejercicio de la política y de trabajar conjuntamente para que todos los sectores políticos, 

económicos y sociales se comprometieran a que prime el ejercicio del debate civilizado, la 

democracia y el libre juego de las ideas, sin intolerancia ni persecuciones políticas. Las FARC se 

comprometieron a mantener el objetivo de no repetición, ello se confirmó en la hoja de ruta 

firmada entre ambos, donde se comprometieron a que a más tardar dentro de los 180 después de 

firmado el acuerdo haya terminado el proceso de dejación de las armas. 
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 Objetivos:  tuvo por objetivo la terminación definitiva de las acciones ofensivas entre la 

fuerza pública y las FARC-EP, y en general de las hostilidades y cualquier acción prevista entre 

las reglas que rigen el cese al fuego bilateral definitivo, incluyendo la afectación a la población 

civil. Así mismo, preparar a la institucionalidad y al país para la reincorporación de las FARC-

EP a la vida civil. 

 

 Monitoreo y verificación: se acordó crear un mecanismo de monitoreo y verificación 

que es tripartito, integrado por representantes del gobierno nacional, la fuerza pública y las 

FARC, y un componente internacional consistente en una misión política con observadores no 

armados de las NACIONES UNIDAS, integrada principalmente por observadores de países 

miembros de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños CELA. El componente 

internacional preside en todos las instancias y mecanismos de monitoreo y verificación, y está en 

la capacidad de dirimir controversias y presentar recomendaciones y generar reportes. 

 

 Adaptación de los dispositivos en el terreno: a partir del día D+1 la fuerza pública 

reorganizará el dispositivo de las tropas para facilitar el desplazamiento de la estructuras de las 

FARC-EP a dichas zonas y para el cumplimiento del cese al fuego y de la dejación de las armas. 

A partir del día D+5 las distintas misiones, comisiones y unidades tácticas que combaten los 

frentes de las FARC-EP se desplazarán a dichas zonas previamente acordadas siguiendo las rutas 

de desplazamiento acordadas. 

 

 Zonas: se acordó establecer 22 zonas veredales transitorias de normalización y 8 

campamentos, las zonas transitable tienen como objetivo garantizar el cese al fuego bilateral 

definitivo e iniciar el proceso de reintegración de los integrantes de las FARC-EP, estas zonas 

son territoriales, temporales y transitorias, cada zona contará con equipos de monitoreo local, 

tendrán facilidades para el acceso por vía de carretera o fluvial, sus límites corresponderán a los 

de las veredas, pudiendo ser ampliados por voluntad de las partes. La salida de los combatientes 

de las FARC de los campamentos se hará sin armas y de civil. Este proceso se llevará a cabo sin 

limitar el normal funcionamiento de las actividades de las autoridades civiles no armadas en el 

desenvolvimiento de las actividades económicas, políticas y sociales de las regiones, en la vida 

de las comunidades, en el ejercicio de sus derechos, así como en el de las organizaciones 
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comunales, sociales y políticas que tengan presencia en los territorios. Las zonas no podrán ser 

utilizadas para manifestaciones de carácter político. Las FARC designaran a un grupo de 60 

integrantes que podrán movilizarse libremente a nivel nacional y 10 a nivel municipal en 

cumplimiento de tareas relacionadas con el acuerdo de paz; para los desplazamientos los 

integrantes cuentan con las medidas de seguridad acordadas con el gobierno y dentro de las 

zonas no podrá ingresar población civil. Durante la vigencia de las zonas se prohibirá el porte 

legal de armas a la población civil, así mismo, la fuerza armada podrá ingresar en caso de algún 

problema dentro de la zona con autorización con el comité de monitoreo y verificación. 

 

 Zonas de seguridad: en las zonas de seguridad se establecerá una zona de seguridad de 1 

kilómetro de ancho, donde no podrá haber integrantes de la fuerza pública, ni efectivos de las 

FARC, con excepción de los equipos de monitoreo y verificación, que serán acompañados por la 

policía nacional en caso de ser necesario. 

 

 Seguridad: Protocolos de seguridad que permitirán minimizar las potenciales amenazas 

que pueden afectar a las personas que están comprometidos en el cese al fuego y la dejación de 

las armas. Las condiciones de seguridad permitirán proteger al equipo de monitoreo y 

verificación, los miembros de las FARC-EP, los miembros del gobierno, los miembros de la 

fuerza pública y demás intervinientes en el proceso. 

 

 Dejación de las armas: consiste en un procedimiento técnico, trazable y verificable, 

mediante el cual las Naciones Unidas recibe la totalidad del armamento de las FARC-EP, para 

destinarlo a la construcción e 3 monumentos acordados entre el gobierno y las FARC-EP. Este 

proceso se desarrollará en 2 tiempos denominados control de armamento y dejación de las armas, 

que integra los siguientes procedimientos técnicos: a) registro, b) identificación, c) monitoreo y 

verificación de la tenencia, d) recolección, e) almacenamiento, f) extracción y disposición final. 

 

 Procedimiento: con la firma del acuerdo final inicia el proceso de la dejación de las 

armas de las FARC-EP, que contempla el transporte del armamento a las zonas, la destrucción 

del armamento inestable y la recolección y almacenamiento en contenedores del armamento 

individual de manera secuencial y en 3 fases que son las siguientes: a) primera fase D+90 el 
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30%, b) segunda fase D+120 el 30% y c) tercer fase D+150 el 40% restante. Así mismo, las 

FARC-EP se comprometieron a limpiar los campos de minas antipersonal, artefactos explosivos 

improvisados y restos de guerra en general. 

II) Lucha contra organizaciones criminales que atentas contra la población civil, que son 

responsables de homicidios, masacres, etc.; también que atenten contra defensores de derechos 

humanos, movimientos sociales o movimientos políticos y las organizaciones sucesoras del 

paramilitarismo es decir, en contra de las BACRIM. 

III) Refrendación: las FARC-EP se comprometieron a respetar la decisión que tome la Corte 

Constitucional respecto a los alcances del mecanismo de participación conocido como el 

plebiscito. Es decir, las FARC-EP reconocieron la institucionalidad del Estado Colombiano 

representada en el plebiscito y el fallo de la Corte Constitucional. 

 

c) Fase 3: construcción de paz: esta fase terminará con un acuerdo final que le ponga fin al 

conflicto armado y es en el proceso en que se encuentran el gobierno y las FARC actualmente. 

Así, todos los colombiano podrán comenzar la construcción de la paz, es preciso establecer que 

la paz a la que se refiere este proceso es rural más no urbana. 

En los acuerdos de paz hay 4 puntos que ya fueron cerrados en un 95 %, que son el tema agrario, 

la participación política de las FARC, la solución a las drogas ilícitas y el de víctimas. 
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7. RESULTADOS 

 

 

7.1. PANORAMA CUANTITATIVO DE LAS VÍCTIMAS COMO SUJETOS DE 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

 

El panorama de las víctimas muestra el siguiente registro. 

 

Víctimas registradas: 8.268.758 y hace referencia al total de personas incluidas en el Registro 

Único de Victimas – RUV. 

Víctimas del conflicto armado: 7.970.190 víctimas que manifestaron en su declaración, ser 

víctimas por hechos en el marco del conflicto armado en Colombia. 

Víctimas sentencias: 298.568, incluidos en cumplimiento de la Sentencia C-280 y auto 119 

de 2013. 

Víctimas sujetos de atención: 6.301.558, de atención y/o reparación, son aquellas víctimas 

que al no encontrarse en ninguno de los grupos, pueden acceder a las medidas de atención y 

reparación establecidas en la Ley. 

Víctimas directas o desapariciones forzadas, homicidio, fallecidas y no activos para la 

atención: 1.668.632 siendo aquellas que por distintas circunstancias no pueden acceder 

efectivamente a las medidas de atención y reparación. En este grupo se incluyen las víctimas 

fallecidas a causa del hecho victimizante o que han sido reportadas como  fallecidas en otras 

fuentes de información. También se incluyen las personas sin documento de identificación o con 

número de documento no válidos. Además se clasifican como no activas para la atención, las 

personas víctimas de desplazamiento forzado que no han sido solicitado ayuda humanitaria. 

 

El desplazamiento forzado entre 2010 y 2014 descendió en un 47% con respecto al cuatrenio 

anterior. 

 

A partir del año 2011, el país viene realizando la política de atención y reparación más 

ambiciosa hasta ahora conocida. Para ello puso en marcha el Registro Único de Víctimas, una 

herramienta inédita en el país que ha permitido reconocer a quienes han  sufrido el abandono o 
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despojo de tierras, actos terroristas, amenazas, delitos contra la integridad sexual, desaparición 

forzada, desplazamiento, homicidio, daños por minas antipersonales, perdida de muebles o 

inmuebles, secuestro, tortura o el reclutamiento de niñas, niños y adolescentes.  

Las victimas reciben orientación a través de diferentes canales: virtudes, telefónicas y escritas. 

Se calcula que son más de un millón de personas atendidas presencialmente en los 139 puntos de 

atención a víctimas y 22 centros. 

 

7.1.1. Información a 24 de noviembre de 2016 según el Registro Único de Víctimas. 

 

La siguiente información está reportada al 1 de junio de 2016, en el Registro Único de 

Víctimas, su fuente es la RNI, Red Nacional de Información. Recuperado de: 

WWW.unidadvictimas.gov.co/RUV. 

 

7.1.1.1. Víctimas del conflicto armado. 

 

En el reporte general se totaliza un consolidado general nacional de 7.970.190 personas, estas 

son víctimas identificadas de manera única ya sea por el número de identificación, por su nombre 

completo o por una combinación de ellos. 

 

También se presentan 9.530.879 eventos, es decir la ocurrencia de un hecho victimizante a 

una persona, es un lugar (municipio) y en una fecha determinada. 

 

Estas cifras son relativamente altas en comparación a la población total de Colombia; 

evidencia una grave situación humana. 

 

7.1.1.2. Víctimas desagregadas por hechos. 

 

Se contabilizaran los siguientes hechos: el de mayor ocurrencia, desplazamiento, con un total 

de 7.970.190 personas. A esto los analistas lo llaman un éxodo poblacional interno en Colombia. 

Homicidios en segundo lugar, 983.150 personas. Luego se presentan las amenazas con 325.300 

casos. 165.297 con desaparición forzada; 92.771 como actos terroristas, atentados, combates  y 
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hostigamientos. Luego delitos contra la libertad y la integridad sexual 17.285; y como menor 

dato 4.361 correspondiente al abandono o despojo forzado de tierras. 

 

Además, pérdida de bienes muebles o inmuebles fue en 117.516 personas, secuestro en 

35.549, tortura en 10.244, minas antipersonal, munición sin explotar o artefacto explosivo 10.852 

y fueron 8.882 entre niños, niñas y adolescentes vinculados. Sin información 44. 

 

7.1.1.3.Víctimas desagregadas por departamento. 

 

Desagregado por departamento - personas por ocurrencia y declaración: 

 

DEPARTAMENTO OCURRENCIA DECLARACION EVENTOS 

Risaralda 66.915 112.978 79.389 

 

7.1.1.4. Víctimas con reconocimiento de sentencias y autos. 

 

En estos casos el desplazamiento es el de mayor registro 291.872, seguido por la clasificación 

de amenazas 35.666 y homicidio 11.237, de las 298.568 personas reconocidas como víctimas del 

conflicto armado en Colombia mediante sentencias. 

 

Los menores casos son: 

 

 Abandono o despojo forzado de tierras 43. 

 Acto terrorista, atentados o combate y hostigamiento 2.126. 

 Delitos contra la libertad y la integridad sexual 662. 

 Minas antipersonal, munición sin explotar, artefacto explosivo. 14. 

 Pérdida de bienes o inmuebles 2.044. 

 Vinculación de niños, niñas y adolescentes 71. 
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Visto este panorama por departamentos se observa así:  

 

DEPARTAMENTO OCURRENCIA DECLARACION EVENTOS 

Risaralda 1.340 3.749 1713 

Fuente: RUV 

Obsérvese que la mayor ocurrencia de reconocimientos de autos y sentencias se presenta en el 

departamento del Valle del Cauca (83.683 casos), seguido por Antioquia (66.318 casos). Con un 

promedio de 10.000 están Bolívar y Choco. Córdoba también es alto (36. 762). 

 

Los menores casos se dan en los departamentos de Guainía, Amazonas, Huila, San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina, Vaupés y Risaralda con 1.192 casos resueltos de 3.417. 

 

7.2. RETOS PARA AFRONTAR EN EL POSCONFLICTO 

 

Para el Departamento de Risaralda la atención de las víctimas debe ser un requisito 

indispensable en el proceso de construcción de paz, máxime cuando el país vive un momento 

histórico al firmarse el nuevo acuerdo de paz con las incorporaciones propuestas por voceros de 

los diferentes sectores del SI y el NO, ello tendiente a la realización de mecanismos idóneos que 

permitan materializar una paz en el posconflicto. 

 

En tal sentido la obligación que tiene la administración en el Departamento de Risaralda 

respecto de las víctimas y frente a la materialización de los fines esenciales del Estado Social y 

Democrático de derecho, radica en la implementación de políticas que mitiguen la posibilidad de 

conflictos en el futuro de una paz estable y duradera, y en acompañamiento del gobierno 

nacional brindar a las víctimas el acompañamiento completo en todos los aspectos. Sus políticas 

de inclusión juegan un papel decisivo en la del posconflicto, pues es la administración quien 

principalmente debe entender de manera amplia el sentido del reconocimiento como víctima, 

distinta a esa concepción clásica del derecho penal la cual radica en igualar la víctima a un 

simple sujeto pasivo del delito, lo cual de ser utilizada de esa manera lo que generara es un 
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tratamiento ineficiente en la etapa del posconflicto, respecto a la atención humanitaria, 

rehabilitación, reparación y paz. De tal manera es preciso que la administración resalte la 

concepción de víctima como la persona o grupo de personas afectadas directa o indirectamente 

por el delito, la cual puede coincidir o no con la concepción de sujeto pasivo del delito, ello en 

virtud de integrar al concepto de víctima no solo a quien recibe el daño, sino a sus familiares 

quienes son los vulnerados indirectamente. 

 

Adicionalmente, el Departamento de Risaralda debe promover la implementación de un 

paquete integral de atención a víctimas del conflicto armado, el cual no se limite meramente a la 

reparación de tipo económico por los daños antijurídicos de tipo material e inmaterial sufridos 

por la víctima, sino implementar los demás medios de reparación, como lo son el derecho a  la 

verdad justicia, mediante actos interistitucionales y culturales que promuevan la reconciliación 

en un entorno de contextualización asistencial, jurídica, médica y cultural. Ello se materializa 

con la incorporación proactiva tanto del sector privado como público, centralizando esas uniones 

mediante políticas, recursos, mecanismos y estrategias de mitigación en el posconflicto, que se 

materialicen en proyectos, inversión, ingresos, etc., que promuevan la integración de la sociedad 

y los reinsertados. De allí, que la participación activa entre la gobernación y la alcandía para 

promover estos aspectos de concientización social frente al posconflicto sean el punto clave para 

que las la etapa del posconflicto se desarrolle armónicamente de cara a la reintegración de las 

personas tanto víctimas como victimarios a la sociedad. 

 

Otro aspecto muy importante es la concertación de las instituciones públicas como la 

defensoría del pueblo, la personería y demás instancias públicas relacionadas con el proceso de 

paz a promover campañas de adaptación e implementación de los nuevos aspectos incluidos en el 

nuevo acuerdo de paz, lo cual permitirá que las víctimas tengan una verdadera reparación 

integral de cara l posconflicto como lo propone el acuerdo con miras a evitar la impunidad. Los 

planes de gobierno deber adaptar dichas estrategias y especificaciones del nuevo acuerdo en pro 

de proteger a las víctimas y desarrollar lo concertado por el gobierno nacional y las FARC-EP. Si 

las entidades públicas y privadas no trabajan en conjunto el Departamento de Risaralda no 

brindará resultados positivos al proceso de paz que está en curso para implementar, lo cual 

recaería en la ineficiencia del mismo. Son los empresarios por ejemplo los llamados a aportar y 
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contribuir en el proceso del posconflicto promoviendo el empleo y la inclusión de los 

reinsertados a la vida laboral, lo cual contribuye al desarrollo de la comunidad Risaraldense. 

 

Uno de los retos más importantes que deberá afrontar el Departamento de Risaralda de cara al 

posconflicto es la inclusión de todas las entidades tanto públicas como privadas, la academia, el 

sector empresarial y la misma comunidad, para trabajar juntos el desarrollo del posconflicto, 

donde exista un perdón por parte de la comunidad y un compromiso de los reinsertados en no 

recaer en la delincuencia; adicional a ello, la implementación de políticas de gobierno tendientes 

a mitigar la comisión del delito y la reincorporación de esos ciudadanos a la vida civil, 

promoviendo bolsas de empleo, espacios académicos, vivienda, alimentación, acompañamiento 

clínico y psicológico, por nombrar algunos, teniendo en cuenta las condiciones sociales en las 

que se encuentra el Departamento de Risaralda por la ola de delincuencia común que arremete en 

el departamento. 

 

Además es deber del sector académico del Departamento de Risaralda promover espacios 

académicos que permitan dar reconocimiento a las implicaciones de estar en la etapa del 

posconflicto, máxime cuando la administración de justicia y la administración pública jugarán un 

factor importante en el desarrollo del posconflicto. 
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CONCLUSIONES 

 

 

El desarrollo que lleva en la actualidad el proceso de paz es de vital importancia para las 

víctimas del conflicto armado, pues son quienes han sufrido con mayor impacto el flagelo de la 

guerra. De allí que, la firma del nuevo acuerdo de paz genere un alivio de tranquilidad en la 

comunidad que ha sufrido este fenómeno de la guerra, pues son más de 50 años de conflicto 

armado interno en Colombia. 

 

Es pertinente resaltar la importancia que s ele brinda a las personas en calidad de víctimas en 

el punto 5 del nuevo acuerdo, pues se presentaron nuevas propuestas que garantizan la 

reparación integral de las víctimas en su total esplendor, lo cual se convierte en el principal punto 

del acuerdo, pues son las víctimas quienes encaran el eje central del conflicto armado en 

Colombia y son los que mayor influencia tienen en la fase del posconflicto. 

 

Las medidas de reparación, justicia y verdad acogidas en la normativa colombiano son 

eficientes, pues permean los mecanismos y herramientas necesarios para desarrollar estos 

componente, de allí que lo dispuesto por la Ley 1448 de 2011 deba trabajar armónicamente con 

la implementación del nuevo acuerdo y las futuras normativas que se expidan en relación a  

dicha implementación. 

 

La reparación integral a las víctimas del conflicto armado, en el periodo del posconflicto 

como mecanismo de no impunidad debe formar un paquete normativo, interinstitucional y 

sociocultual que permita la implementación del nuevo acuerdo de paz, ello se logra con la 

inclusión tanto del sector púbico como del privado, en el desarrollo de políticas públicas 

proyectos, programas y estrategias que permitan la materialización de los fines esenciales del 

Estado Social y Democrático de Derecho. 

 

El Departamento de Risaralda debe promover la inclusión social de las entidades públicas y el 

sector privado para desarrollar las propuestas incluidas en el nuevo acuerdo de paz, pues es un 

deber tanto de la administración, el sector privado y la sociedad, acoger el cambio del conflicto 
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armado a la paz estable y duradera, pues de cara al posconflicto esa armonización socio-cultural 

es la principal fuente de eficacia y eficiencia del acuerdo de paz entre el gobierno y las FARC, 

máxime cuando Risaralda ha sido de los departamentos más golpeados por la violencia del 

conflicto armado, como se evidenció en las estadísticas expuestas en este trabajo de grado. 
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